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contencioso previo. como se deduce del escrito de
demanda y de la solicitud de suspensión del acto. en
105 que únicamente se hace una vaga y genérica refe­
rencia jll derecho a la información de 105 residentes en
el municipio; pero sin ofrecer ningún desarrollo argu­
mental ni razonamiento acerca de la supuesta infracción
del mismo corno derecho del recurrente. cuestión que
tampoco se planteó en el escrito de conclusiones. el
cual no contiene alusión ni mención alguna a estos dere­
chos fundamentales. De ese modo. el debate en torno
a la vulneración de la libertad de expresión. en que la
STC 168/1995 concreta el requisito que aquí se analiza.
no tuvo lugar. Por lo que. si procediéramos a examinar
la pretensión de fondo del recurrente. ·amén de subvertir
la necesaria subsidiariedad del amparo nos hallaríamos
tanto ante la ilógica tesitura de dilucidar si 105 órganos
judiciales realizaron una ponderación que no se les pidió,
cuanto ante la hipotética posibilidad de reprocharles la
vulneración de un derecho fundamental que no les fue
debidamente advertida (STC 168/1995).

En efecto: la Sala de lo Contencioso resume 105 argu­
mentos de la impugnación y refiere que «frente a tal
actuación administrativa el actor alega la indebida apli­
cación de la sanción impuesta al argumentar que no
realizaba tal actividad a título individual. sino que su inter­
vención era corno coordinador de una asociación pri­
vada, que es la única responsable». Congruentemente,
la Sala procede a examinar esta única argumentación
esgrimida y concluye por las razones que expone, que
tal motivo impugnatorio debe ser deses:<mado. Así pues.
la Sala de lo Contencioso Administrativo no enIra a ana­
lizar, por no haberse suscitado ni planteado. por las par­
tes, las concretas infracciones de 105 derechos a la igual·
dad y a la información reconocidos en !os a~s. 14 y
20.1 CE: al no haberlo solicitado así la parte actora
no resuelve ni se pronuncia sobre las mismas, lo que
evidencia el incumplimiento del requisito de la previa
invocación del derecho vulnerado.

3. En conclusión, por parte del recurrente no se pro­
movió en el proceso previo un conocimiento de la
supuesta lesión constitucional. que hubiera permitido
que el órgano judicial se pronunciara sobre la misma.
dando cumplimiento a la finalidad del presupuesto pro­
cesal que ahora analizamos, que como ha quedado
dicho, consiste en que 105 órganos judiciales puedan
pronunciarse y restablecer en su caso, el derecho fun­
damental vulnerado, y que hubiera garantizado la sub­
sidiariedad del recurso de amparo. En consecuencia y
conforme a lo anteriormente expuesto. procede inadmitir
el presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo interpuesto por don
Lorenzo Ramón Borras.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín OfiCial de!
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de febrero de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
Garcia-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendlzábal
Allende.-Juho Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

7385· Sala Primera. Sentencia 30/1996. de 26 de
febrero de 1996. Recurso de amparo
400/1994. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Valladolid por la que se revocaba
en apelación la del Juzgado de lo Penal núm. 2
de esa misma ciudad, dictada en calJsa segui­
da por el delito de intrusismo. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: resolu­
ciones judiciales contradictorias dictadas por
órganos jurisdiccionales distintos en materia
de homologación del título profesional de
Odontólogo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente,· don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villa Ión. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

E1 el recurso de amparo núm. 400/94, promovido
por don Ernesto Terrón Garcia, representado por el Pro­
curador de 105 Tribunales don Roberto Granizo Palome­
que y asistido del Letrado don José Antonio Garcia­
Treyijano Garnica. contra la Sentencia de la Audiencia
PrOVincial de Valladolid de 27 de diciembre de 1993.
Han intervenido el Ministerio Fiscal y el Colegio Oficial
de Odontólogos y Estomatólogos de la VIII Región, repre­
sentado por la Procuradora de 105 Tribunales doña María
Llanos Collado Camacho y asistido del Letrado don José
Manuel Cuadrillero Martín. Ha. sido Ponente el Magis­
trado don Vicente Gimeno Sendra. quien expresa el pare­
cer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 9 de febrero de 1994 y registrado en este
Tribunal al día siguiente, el Procurador de 105 Tribunales
don Roberto Granizo Palomeque. en nombre y repre­
sentación de don Ernesto Terrón García. interpuso recur­
so de amparo contra la Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Valladolid, de 27 de diciembre de 1993, por
la que se revocaba en apelación la Sentencia del Juzgado
de lo Penal núm. 2 de esa misma ciudad. de 8 de octubre
de 1993.

2. El recurso se basa en 105 siguientes hechos:

a) Con fecha de 8 de octubre de 1993, el Juzgado
de lo Penal núm. 2 de Valladolid dictó una Sentencia
en la que absolvía al hoy demandante de amparo. ejer­
ciente como Odontólogo, del delito de usurpación de
funciones que le había sido imputado.

b) Presentado por la acusación particular recurso
de apelación contra la anterior resolución. fue estimado
por Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid.
de 27 de diciembre de 1993, notificada al Sr. Terrón
el 17 de enero de 1994, condenándosele en consecuen­
cia, como autor responsable del citado delito. a la pena
de seis meses y un día de prisión menor, con sus corres­
pondientes accesorias. y multa de 100.000 pesetas. con
arresto sustitutorio de un día por cada 6.000 pesetas
o fracción que dejare de abonar.

3. La representación del recurrente estima que la
Sentencia dictada en sede de apelación ha vulnerado
sus derechos a la igualdad ante la Ley, a la tutela judicial
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efectiva sin indefens;ón. a la presunción de inocencia
y a la legalidad penal. respectivamente reconocidos en
los arts. 14,24.1 Y 25.1 CE

En apoyo de dichas pretendidas vulneraciones. se
comienza en la demanda por señalar que el solicitante
de' amparo. de nacionalidad española. cursó en nuestro
país los estudios correspondientes a la Licenciatura de
Medicina, tras de lo cual obtuvo el título de Doctor en
Odontología en la República Dominicana. habiendo ini­
ciado los estudios pertmentes para ello en el mes de
septiembre de 1988. Hasta el 15 de noviembre de 1988
estaba vigente el Convenio suscrito por España con la
República Dominicana el 27 de enero de 1953, siendo
sustituido en aquella fecha por otro en cuya disposición
transitoria se establecia qüe los estudios de Odontología
comenzados antes del 15 de noviembre de 1988 ·-caso
del recurrente- seguirían estando regulados por el Con­
venio de 1953. en el que se preveía la homologación
automática recíproca de los títulos respectivamente obte­
nidos en cada uno de los países firmantes. Solicitada'
en virtud de ello al Ministerio de Educación dicha homo­
logación, el Sr. Terrón no obtuvo respuesta alguna por
lo que. entendiendo que su petición había sido denegada
por silencio administrativo. interpuso recurso contencio­
so urgente al amparo de la Ley 62/1978, a' raíz del
cual la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso
de la Audiencia Nacional dictó una Sentencia, de fecha
23 de noviembre de 1992, en la que se declaraba el
derecho del actor «al reconocimiento en España del título
de "Doctor en Odontología" expedido en la República
Dominicana y a obtener su homologación por el español
que en equivalencia corresponda». Entretanto. la Admi­
nistración acabó respondiendo negativamente a la soli­
citud de homologación en un momento en que ya no
era posible acumular ese nuevo acto al contencioso
urgente en tramitación. por lo que el solicitante de ampa­
ro hubo de interponer un nuevo recurso contencioso
ordinario que se encuentra pendiente ante la Sección
Novena de la Sala de lo Contencioso Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

Con estos antecedentes, el Sr. Terrón abrió una clínica
dental en Valladolid en la que realízaba los actos propios
de la profesión de Odontólogo. Ello dio motivo a la pre­
sentación de una querella por el Colegio de Odontólogos
y Estomatólogos de dicha ciudad por supuesto delito
de intrusismo. pese a que el querellado había hecho
cuanto estaba en su mano para homologar su título e,
incluso, había solicitado varias veces la colegiación. sién­
dale en cada una de esas ocasiones denegada. Absuelto
en instancia, fue condenado en apelación por entender
el órgano j!Jdicial ad quem que dicha homologación no
podía considerarse automática y que. habiéndole sido
denegada al acusado, resultaba evidente que había rea­
lizado el tipo del delito contemplado en el arto 321 C.P.

Frente a ello, se aduce en la demanda la clara y cons­
tante doctrina mantenida por el Tribunal Supremo en
materia de homologación de títulos de Odontología, a
cuyo tenor del Convenio de 27 de enero de 1953 -cuya
aplicabilidad al recurrente es admitida en la Sentencia
recurrida- se deduce que la homologación en España
de los títulos obtenidos en la República Dominicana no
puede condicionarse a prueba. examen'o estudio de equi­
valencia alguno en nuestro país, sino que ha de con­
siderarse un acto de naturaleza «reglada». En este mismo
sentido, se recuerda que. en un asunto en el que también
.se trataba de personas de nacionalidad española que.
habiéndose licenciado en Medicina y Cirugía en nuestro
país, habían obtenido el título de Doctor en Odontología
en la República Dominicana.en virtud del citado Convenio
-si bien, a diferencia del caso de autos, lo que entonces
se discutía era una Sentencia de la Sala Quinta del Tri­
bunal Supremo por la que se les había denegado la

correspondiente colegiación--. este Tribunal declaró
expresamente lo siguiente: «El Convenio entre Espana
y la República Dominicana de 27 de enero de 1953
introduce un cnterio igualatorio. en virtud del cual los
títulos obtenidos para ejercer profesiones liberales en
cualesqUiera de los dos Estados, expedidos por las auto­
ridades competentes. habilitan para el ejercicio profe­
sional .en uno y otro. Conforme a ello. sería contrario
al art 14 C.E. Imponer condiciones sustantivas más gra- .
vosas para los titulados en la República Domínicana al
efecto de que puedan ejercer en Espana una profesión
liberal. Ahora bien. ello no excluye que se imponga un
requisito de convalidación u homologación con el alcan­
ce forrnal y el criterio reglado que las Sentencias recurri­
das declaran, es decir, a efectos de justificar que los
peticionarios están en posesión del título que alegan,
con la suficiente autenticidad» (ATC 773/1988, funda­
mento jurídico 3. 0

).

De ello se infiere que, siendo aplicable aí recurrente
el Convenio de 1953 corno la propia Sentencia de la
Audiencia Provincial reconoce, constituye una contra­
dicción interna lesiva del derecho a la tutela judicial efec­
tiva exigir a continuación, a efectos de la necesaria homo­
logación, que la misma tenga lugar a la vista de los
estudios realizados y caso por caso, ya que dicha exi­

.gencia en modo alguno se extrae de dicha normativa.
Con ello incurre además el órgano judicial ad quem en
una lesión del principio de igualdad ante la Ley en tanto
en cuanto ignora la jurisprudencia recaída en sentido
absolutorio en relación con cas9s idénticos, aunque las
resolUCiones procedan de órganos j;¡diciales distintos,
por considerarse de naturaleza reglada el derecho a la
homologación en tqJes supuestos del título de Odon-
tólogo. .

Por otra parte, se atribuye asimismo a la Sentencia
recurrida una vulneración del derecho a la legalidad
penal por haber ignorado que el delito de intrusismo
previsto en el arto 321 C.P. tiene como elemento impres­
cindible la carencia del título académico necesario para
realizar los actos propios de la profesión de que se trate.
lo que no es aquí el caso. Estrechamente unida a esta
alegación, se reprocha finalmente a la indicada reso­
lución judicial haber vulnerado el derecho del deman­
dante a la presunción de inocencia por haberle conde­
nado pese a la existencia de una duda más que razonable
acerca de la comisión por su parte del mencionadó delito,
así como haber incurrido en una incongruencia omisiva.
lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva, al no ana­
lizar en ningún momento la falta de voluntariedad de
cometer dichp delito que resultaba patente por cuanto
el Sr. Terrón no sólo había solicitado en su momento
al Ministerio de Educación y Ciencia la homologación
del título de Odontólogo obtenido en la República Domi­
nicana, sino que estaba en posesión de un pronuncia­
miento judicial favorable a su pretensión y. por si todo
ello fuera poco, había intentado colegiarse en reiteradas
ocasiones.

En consecuencia, se pide a este Tribunal que anule
la Sentencia dietada en sede de apelación.

4. Por providencia de 5 de julio de 1994, la Sección
Segunda acordó tener por recibido el precedente escrito
y, a tenor de lo dispuesto en el arto 50.3 de la LOTC,
conceder al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal
un plazo de diez días para que alegaran cuanto estimasen
pertinente en relación con la ¡;losible existencia del
siguiente motivo de inadmisión: carecer la demanda
manifiestamente de contenido que justifique una deci­
sión por parte de este Tribunal Constitucional.

5. El trámite fue evacuado por la representación del
recurrente mediante escrito de fecha 19 de julio de 1994
en el que, en primer lugar, daba cuenta del pronuncia-
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miento de una resolución posterior, sobre un supuesto
de hecho análogo, por la misma Sala y Sección de la
Audiencia Provincial de Valladolid manteniendo un cri­
terio opuesto al suscrito en la Sentencia recurridá en
amparo; y, en segundo lugar, manifestaba su extrañeza
ante el hecho de que, habiendo presentado un com­
pañero del Sr. Terrón que se encontraba ensus mismas
circunstancias un recurso de amparo muy similar al pre­
sente, registrado con el mimara 3.164/93, la Sala
Segunda del Tribunal Constiturional no hubiera abierto
hastá la fecha trámite alguno acerca de la posible exis­
tencia de ese mismo motivo de inadmisión.

La resolución de la Audiencia Provincial de Valladolid
a la que en concreto alude el solicitante de amparo como
demostrativa del cambio de criterio de la Sala es la pro­
videncia de fecha 6 de julio de 1994, por la que la
Sala acordó suspender la tramitación del recurso de ape­
lación ante ella presentado por don Antonio Rey Gil,
incluido como el Sr. Terrón en la Sentencia de la Audien­
cia Nacional de 26 de noviembre de 1992, a la vista
de que «pudiera estarse ante una cuestión prejudicial
determinante de la culpabilidad o inocencia del delito
de usurpación de funciones del art. 321 del Código
Penal ... al haberse resuelto por Sentencia de la Audiencia
Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección
Primera, de 23 de noviembre de 1993 -que no consta
sea firme o no-, que dicho denunciado, al igual que
los demás recurrentes en dicha Sentencia, tienen dere­
cho al reconocimiento en España del título de Doctor
en Odontología expedido en la República Dominicana
ya obtener su homologación por el español que en equi­
valencia corresponda». Para el recurrente, dicha reso­
lución sería de la máxima importancia en orden a las
alegaciones formuladas en su demanda de amparo en
torno a la pretendida vulneración de su derecho a la
igualdad ante la Ley, ya que ha sido dictada en relación
con un caso idéntico por los mismos Magistrados que
se negaron a admitir esa misma solución, cuando les
fue propuesta por el Sr. Terrón, al prescindir en su caso
por completo de la existencia de esa Sentencia de la
Audiencia Nacional que dio lugar a la providencia en
cuestión.

A mayor abundamiento, esgrime el actor dos Autos,
uno del Juzgado de Instrucción de Málaga, de 18 de
abril de 1994, y otro de la Sección Tercera de la Audien­
cia Provincial de esa misma ciudad, de 27 de mayo de
1994, en los que respectivamente se rechazan los recur­
sos de reforma y de apelación formulados por el Colegio
de Odontólogos y Estomatólogos de la V Región frente
al Auto de sobreseimiento de las actuaciones dictado
por el mencionado Juzgado, con fecha de 15 de marzo
de 1994, por considerar que los hechos atribuidos por
el citado Colegio al denunciado Sr. Castillón Corcelles
-también incluido en la Sentencia de la Audiencia Nacio­
nal de 26 de noviembre de 1992- no eran constitutivos
del delito de usurpación de funciones que se le imputaba
toda vez que, según se razona en el primero de dichos
Autos, el Tribunal Superior de Justicia ha establecido,
en su Sentencia de 19 de febrero de 1992, «que el
Ministerio de Educación y Ciencia no está facultado para
exigir la realización de pruebas de conjunto a que hacía
referencía la resolución recurrida», por lo que «dicha reso­
lución no le niega la posibilidad de ejercer la citada pro­
fesión. Todo ello unido a que el querellado 'se halla en
posesión del título de Licenciado en Medicina y Odon­
tología, habiendo obtenido éste en la República Domi­
nica'la bajo la vigencia del Convenio de 1993, así como
la existencia de resoluciones contradictorias en materia
de homologación automática supone... la exclusión del
elemento culpabilístico».

Aunque el recurrente dice no ignorar la doctrina del
Tribunal Constitucional en materia del derecho a la igual-

dad, considera que las anteriores resoluciones y otras
varias recaídas aSimismo en sentido absolutorio, pese
a no proceder d,,1 mismo órgano judicial que dictó la
recurrida en amparo, manifiestan una situación tal de
desigualdad en la aplicación de la ley penal a ciudadanos
que se encuentran en idénticas circunstancias que debe­
ría llevar a atemperar dicha doctrina en atención a los
resultados a que una estricta observancia de la misma
conduciría en supuestos en los que, corno el de autos,
está ausente la posibilidad de interponer recurso de casa­
ción ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

Por lo que se refiere, por otra parte, a la invocada
vulneración del derecho a la legalidad penal, insiste el
demandante de amparo en que el carácter de norma
penal en blanco que presenta el art. 321 C.P. impone
acudir para completarlo a la legislación administrativa
que regula el ejercicio de la profesión de Odontólogo.
De suerte que, una vez comprobada la nulidad del Acuer-

. do administrativo denegatorio de la homologación soli­
citada por el actor, acordada por Sentencia de la Audien­
cia Nacional de 26 de noviembre de 1992, resulta de
todo punto arbitraria su condena penal a título de autor
del delito contemplado en aquel precepto, y por ende
lesiva del derecho consagrado en el art. 25.1 e.E., toda
vez que estarían ausentes los elementos objetivos con­
figuradores de q;cha tipicidad. Además, la falta de cla­
ridad de los propios términos en los que, desde el punto
de vista administrativo, se desenvuelve en este asunto
la cuestión de la homologacíón, impediría que la nor­
mativa administrativa subyacente sirviera para entender
realizado el delito de referencía sin con ello vulnerar
la exigencia de lex certa que es implícita al derecho
a la legalidad penal (STC 111/1993).

En otro orden de cosas, aduce el recurrente, en apoyo
de la alegada vulneración de su derecho a la presunción
de inocencia, que la Sentencia recurrida le ha condenado
pese a la existencia de una duda relativa a si tenía o
no derecho a la homologación en España del título de
Odontólogo obtenido en la República Dominicana, olvi­
dando que, según se declaraba en la Sentencia de la
Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 4 de marzo de
1988, el tipo del delito previsto en el art. 321 C.P. no
puede estimarse realizado cuando lo único que falta para
el ejercicio de una profesión es el formalismo de la entre­
ga del correspondiente título, cual aquí sucedería a la
vista del carácter reglado que a la homologación del
acabado de citar confería la Sentencia de la Audiencia
Nacional de 26 de noviembre de 1992. Dicho de otra
manera: no puede hablarse, en el caso del Sr. Terrón,
de carencia de título para ejercer la profesión de Odon­
tólogo sino de ausencia del requisito formal, obligado
y reglado en su otorgamiento. de la entrega de la cre­
dencial reconociendo la homologación a la que, según
ya le'ha sido reconocido por los órganos judiciales admi­
nistrativos, tiene derecho.

Finalmente, insiste el demandante de amparo en atri­
buir a la Sentencia recurrida un vicio de incongruencia
omisiva, lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, al no haber dado respuesta alguna a
la alegación relativa a la falta de intencionalidad por
su parte de ejercer la profesión de Odontólogo sin título
para ello.

6. Por su parte, el Fiscal ante el Tribunal Consti­
tucional consideraba, en su escrito de fecha 7 de sep­
tIembre de 1994. que la presente demanda no carecía
manifiestamente de contenido constitucional, ya que si
bien estimaba poco consistentes las alegaciones rela­
tivas a las pretendidas vulneracioAes de los derechos
del actor a la igualdad ante la Ley, a la tutela judicial
sin indefensión y a la presunción de Inocencia. entendía
que 'debía procederse a un estudio completo acerca de
si la interpretación dada por la Sentencia recurrida al
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Convenio hispano-dominicano fue o no realizada in
malam partem, a fm de determinar si con ella se produjo
o no una lesión del derecho a la legalidad penal. En
consecuencia, interesaba la admisión a trámite de la
demanda.

7. Por providencia de 27 de octubre de 1994, la
Sección Segunda acordó la admisión a trámite de la
demanda de amparo formulada por el Sr. Terrón García,
sin perjuicIo de lo que pudiere resultar de los antece­
dentes, así como requerir a los órganos judiciales de
instancia V de apelación para que, en el plazo de diez
días, remitieran testimonio del conjunto de las actua­
ciones, interesando al propio tiempo el emplazamiento
de cuantos, con excepción del solicitante de amparo,
fueron parte en el procedimiento antecedente a fin de
que, en idéntico plazo, pudieran comparecer en este pro­
ceso constitucional.

8. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el24 de noviembre de 1994 V registrado en este Tribunal
el día 29 de ese mismo mes V año, la Procuradora de
los Tribunales doña María Llanos Collado Camacho soli­
citaba que se le tuviera por personada V parte en el
presente recurso de amparo en nombre del Colegio de
Odontólogos V Estomatólogos de la VIII Región. Por pro­
videncia de 16 de enero de 1995, la Sección Segunda
tuvo por recibido dicho escrito accediendo a la petición
en él contenida, así como las actuaciones remitidas por
el Juzgado de lo Penal núm. 2 V la Audiencia Provincial
de Valladolid, V acordó conceder al Ministerio Fiscal V
a los Procuradores Sres. Granizo Palomeque V Collado
Camacho un plazo de diez días para que formularan
cuantas alegaciones estimasen pertinentes.

9. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 10 de febrero de 1995 V registrado en este Tribunal
el día 15 de ese mismo mes V año, la representación
del demandante de amparo reiteraba las alegaciones
va formuladas anteriormente a las que añadía el dato,
considerado de gran valor para la resolución del recurso,
de que, con fecha 30 de noviembre de 1994, por la
Sección Novena de la Sala de lo Contencioso del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid se había dictado una
Sentencia en la que se reconocia el derecho del Sr.
Terrón García, entre otros, a la homologación en España
del título expedido en la República Dominicana V se anu­
laban las resoluciones del Ministerio de Educación VCien­
cia de 10 V 28 de enero de 1992. Por otrosí digo, se
señalaba que se encontraba pendiente de resolver por
este Tribunal el incidente de suspensión de la ejecución
de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid
que había sido solicitada.

10. En su escrito de alegaciones, asimismo presen­
tado ante el Juzgado de Guardia el 10 de febrero de
1995, la representación del Colegio Oficial de Odon­
tólogos V Estomatólogos de la VIII Región argumentaba
que, al constituir el art. 321 C.P. un «precepto penal
en blanco», para su integración ha de acudirse a las
normas que regulan la profesión en cuestión -en este
caso, la Odontoestomatología- a Cl/VO tenor la tenencia
por el demandante de amparo de un título de Doctor
en Odontología expedido en el extranjero V no debida­
mente homologado por el Ministerio de Educación V
Ciencia no le habilitaba para ejercer dicha profesión en
nuestro país. Por consiguiente, no podría considerarse
vulnerado por la Sentencia recurrida el derecho a la lega­
lidad penal. como tampoco el principio de igualdad al
no proceder las resoluciones esgrimidas como término
de comparación de un mismo órgano judicial.

11. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. por su
parte, concluía su escrito de alegaciones de fecha 13
de febrero de 1995 interesando la denegación del ampa-

ro solicitado por el Sr. Terrón por cuanto, a su JUicio,
ninguna de las vulneraciones de derechos fundamen­
tales invocadas por el recurrente cabía reprochar a la
Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid: pues
ni puede apreciarse en ella contradicción interna alguna,
ni defenderse la igualdad en la aplicación de la Lev res­
pecto de otras resoluciones que, como las aportadas
por el solicitante de amparo, proceden de distintos órga­
nos judiciales, ni entenderse que hubo en el proceso
vacío probatorio cuando el propio demandante ha reco­
nocido que comenzó a ejercer en España la profesión
de Odontólogo antes de que hubiera obtenido la corres­
pondiente V necesaria homologación de su título, ni
detectarse incongruencia omisiva de ningún tipo puesto
que la condena se basó precisamente en este último
dato demostrado e indiscutido. Finalmente, el Ministerio
Fiscal estima que tampoco se percibe en la resolución
recurrida quiebra alguna del derecho a la legalidad penal
debida a una interpretación improcedente o in malam
partem del Convenio internacional con la República
Dominicana, pues lo que aquí se discute no es si se
ha hecho una interpretación más o menos amplia de
dicha normativa sino que de lo que se trata es de si
la condena penal impuesta al recurrente por motivo de
haber ejercido la profesión de Odontólogo sin haber obte­
nido previamente la homologación pertinente -esto es,
sin título bastante para ello- cumple o no el tipo del
delito previsto en el arto 321 C.P., lo que, en opinión
del Ministerio Fiscal. resultaría evidente puesto que no
eslo mismo tener derecho a dicha homologación a que
ésta haya de ser automáticamente otorgada.

En cualquier caso, entendía el Ministerio Fiscal que
el presente recurso presenta similitud de objeto V ale­
gaciones con el registrado con el número 3.614/93,
por lo que, de conformidad con lo dispuesto en los arts.
80 V 86.1 de la LOTC, proponía su acumulación al últi­
mamente citado, actualmente en tramitación en la Sala
Segunda.

12. Por providencia de 20 de febrero de 1995, la
Sección Segunda tuvo por recibido el escrito presentado
por la representación del recurrente de amparo V, a la
vista de lo manifestado en su otrosí respecto de la peti­
ción de suspensión que hasta entonces no había for­
mulado, acordó formar la correspondiente pieza
separada, concediendo al Ministerio Fiscal V a los Pro­
curadores Sres. Granizo Palomeque V Collado Camacho
un plazo de tres días para que alegasen cuanto a ese
respecto estimasen pertinente. Evacuado el trámite por
las partes mediante los correspondientes escritos, todos
ellos de fecha 24 de febrero de 1995, la Sala Primera
acordó, por Auto de 15 de marzo de 1995, acceder
a la suspensión solicitada em lo relativo a la pena pri­
vativa de libertad, a la multa V a las penas accesorias,
pero no en cambio en lo relativo a las costas habidas
en primera instancia.

13. Por providencia de 6 de marzo de 1995, la Sec­
ción Segunda tuvo por recibidos los escritos de alega­
ciones presentados por las partes V. de conformidad con
lo solicitado por el Ministerio Fiscal V con lo previsto
en el arto 83 de la LOTC, acordó concederles un plazo
de n;ez días para que alegaran cuanto estimasen per­
tinente en relación con la posible acumulación del pre­
sente recurso de amparo con el seguido ante la Sala
Segunda de este Tribunal bajo el núm. 3.614/93. Por
escrito de fecha 16 de marzo de 1995, la representación
del recurrente manifestó no tener inconveniente en ello,
aun cuando consideraba que ambas demandas de ampa­
ro no podían considerarse idénticas, V advertía que exis­
tía un tercer recurso de amparo similar registrado bajo
el núm. 2.528/94 respecto del que. por otrosí. solicitaba
asimismo la acumulación. Por Auto de 19 de junio de
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1995, la Sala Segunda acordó denegar la solicitud de
acumulación de los recursos de amparo núms.
3.614/93,400/94 Y2.528/94, por dirigirse contra reso­
luciones judiciales diversas y ser también diferentes las
perspectivas argumentales esgrimidas en apoyo de las
respectivas pretensiones.

14. Por providencia de fecha 23 de febrero de
1996, se señaló para la deliberación y votación de la
presente Sentencia, el siguiente día 26 del mismo mes
y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se dirige la presente pretensión de amparo contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid
(núm. 805, de 27 de diciembre de 1993) que condenó
al recurrente por la comisión de un delito de «intrusismo»
del arto 321 del Código Penal. En ella se nos solicita
la nulidad de dicha resolución por haber infringido ei
principio de igualdad (art. 14 C.E.), el derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.2) y el principio de legalidad
penal (art. 25 C.E.).

2. De todo este catálogo de derechos fundamen­
tales, invocados por el recurrente como supuestamente
vulnerados, hay que excluir, en primer lugar, la infracción
del principio constitucional de igualdad en la aplicación
de la Ley, y ello porque, con independencia de que, como
certeramente pone de relieve el Ministerio Público, las
resoluciones invocadas como términos de comparación
proceden de distintos órganos jurisdiccionales (SSTC
8/1981,134/1988,159/1989 y 116/1991), no es
misión de este Tribunal. sino del Tribunal Supremo (art.
123.1 C.E.) garantizar, mediante la emanación de su doc­
trina legal. la aplicación uniforme de la Ley penal en
todo el territorio nacional. sin que en ningún caso (in­
cluido el que nos ocupa, en el que contra la resolución
recurrida no cabe la interposición de recurso de casación
alguno) corresponda al Tribunal Constitucional suplir las
deficiencias del sistema de recursos y decidir cuál de
las distintas interpretaciones posibles de las normas ordi­
narias haya de aplicarse a los casos concretos.

3. Asimismo, y por similar razón deben desestimar­
se las alegaciones del actor relativas al derecho a la
tutéla, a la presunción de inocencia y al principio de
legalidad penal.

A) En lo referente a la invocación del derecho a
la tutela judicial efectiva en relación con los concretos
motivos alegados en este punto hay que afirmar que
tampoco corresponde a este Tribunal analizar las supues­
tas contradicciones en las que haya podido incurrir la
resolución recurrida, la aplicación indebida de un Con­
venio internacional (salvo que dicha inaplicación oca­
sione, como es obvio, la lesión de algún derecho fun­
damental) o las omisiones en la fundamentación de la
Sentencia que no alcancen relevancia alguna en su falio.
Tal y como este Tribunal ha declarado reiteradamente,
el derecho a la tutela, en su manifestación de libr3 acceso
a la primera instancia o fase declarativa, consiste en
el derecho a obtener del órgano jurisdiccional una reso­
lución motivada (SSTC 191/1989, 218/1992 Y
103/1995), razonada y fundada en Derecho (SSTC
22/1994. 28/1994 y 153/1995) y, por tanto, no arbi­
traria (SSTC 93/1984, 23/1987, 203/1994) y con­
gruente con las pretensiones de las partes (SSTC
55/1984, 95/1990 y 11/1995) aunque, en nuestro
caso, no se hayan estimado las pretensiones del deman­
dante en amparo; requisitos todos ellos que (con la única
salvedad de su falta de razonabilidad derivada del des­
conocimiento de la cuestión prejudicial que más adelante
se determinará) concurren plenamente en la Sentencia

recurrida, por lo que ningún reproche de inconstitucio­
nalidad ha de merecer tampoco por dicha causa.

B) A idéntica conclusión cabe llegar en todo lo rela­
tivo a la alegación de vulneración de la presunción de
inocencia por haber incurrido la Sentencia en un supues­
to razonamiento ilógico o arbitrario, pues dicha garantía
nada tiene que ver con los requisitos externos o internos
de la Sentencia, sino con la carga y determinación de
la prueba, de tal suerte que toda Sentencia penal de
condena ha de fundamentarse en una prueba de cargo
suficiente para acreditar, tanto el hecho punible como
la participación en él del acusado (SSTC 31/1981,
229/1991 Y 259/1994). Esto afirmado, forzoso se hace
convenir, una vez más, con el Ministerio Fiscal. en que
en el juicio oral quedó suficientemente probado tanto
el hecho que determina la condena, cuanto la partici­
pación voiuntaria en él del acusado, aunque discrepe
en este extremo de la valoración del resultado probatorio,
la cual corresponde exclusivamente al Tribunal de
instancia.

C) Finalmente, tampoco puede estimarse vulnerado
el principio constitucional de legalidad (art. 25 C.E.), el
cual no autoriza a este Tribunal (cuma si de una nueva
instancia se tratara) a revisar la interpretación que los
Tribunales ordinarios hayan podido efectuar de las nor­
mas sustantivas, sino única y exclusivamente nos es
dado determinar si la conducta del recurrente, objeto
de sanción, está prevista en una Ley (SSTC 15/1981,
25/1984, 118/1992), previa (SSTC 133/1987,
150/1989, 127/1990 y 372/1993) y cierta (SSTC
219/1989,61/1990,118/1992 y 116/1993). En este
sentido, se hace obligado declarar que, con indepen­
dencia del problema consistente en dilucidar si el tipo
de «usurpación de funciones» contemplado en el arto
321 C.P. constituye una norma penal en blanco -tal
y como sostiene el recurrente- o simplemente incom­
pleta (cuestión que tampoco nos corresponde éxaminar),
es claro que la conducta prevista en el art. 321 C.P.
posee el suficiente grado de predeterminación normativa
para estimar cumplidas las exigencias derivadas del prin­
cipio de legalidad penal, el cual no se opone a la exis­
tencia en la norma penal de determinados elementos
descriptivos del tipo que precisen de una valoración jurí­
dica independiente.

4. Réstanos por examinar la alegación de infracción
del derecho a la tutela del art. 24.1 C.E. por haber incurri­
do la resolución impugnada en lo que el recurrente cali­
fica de «contradicciones internas» que la convierten en
«irrazonablemente comprensible» y derivadas, en último
término, del desconocimiento de la ejecutoriedad de la
Sentencia de la Audiencia Nacional de 23 de noviembre
de 1992.

E! estudio de esta alegación requiere, como cuestión
previa. fÍjar los hechos de esta causa petendi, tal y como
se detennman en la Sentencia impugnada y que resu­
midamente expuestos son los siguientes:

A) El demandante en amparo, Médico español que
había obtenido el titulo de Doctor en Odontología en
la República Dominicana solicitó su reconocimiento por
el Ministerio de Educación y Ciencia, quien, al desestimar
tácitamente su petición, provocó la interposición del
corresoondiente recurso contencíoso administrativo, el
cual fue resuelto favorablemente a la pretensión del
recurrente mediante Sentencia de la Audiencia Nacional
de 23 de noviembre de 1992.

S) La resolución penal impugnada reconoce la exis­
tencia y contenido de dicha Sentencía de la Sala de
lo Contencioso Administrativo de la AudienCia Nacíonal,
si bien no le otorga efecto alguno porque K .. al hallarse
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recurrida en casación por el Abogado del Estado, carece
aún de fuerza ejecutiva ... }).

C) Asimismo, consta en las actuaciones que, al
denegar el Ministerio de Educación y Ciencia expresa­
mente la solicitud de homologación, el demandante en
amparo volvió a interponer recurso contencioso-admi­
nistrativo, esta vez ante el Tribunal Superior de Madrid.
quien mediante Sentencia de 30 de noviembre de 1994,
ha vuelto a otorgar la razón al recurrente en el mismo
sentido de reconocer su derecho a la homologación del
título de conformidad con el régimen trazado en el Con­
venio internacional entre España y la República Domi­
nicana, de 1 de julio de 1953 (esto es, sin la exigencia
de efectuar ulteriores pruebas selectivas).

5. La lectura de las anteriores alegaciones fácticas
ponen de relieve que el desconocimiento por la Sen­
tencia impugnada de la existencia de una cuestión pre­
judicial administrativa. ha sido decisiva en la irrogación
al recurrente de una pena privativa de libertad lo que
obliga a recordar la doctrina de este Tribunal sobre la
transcendencia constitucional de la eventual existencia
de Sentencias contradictorias.

A este respecto. hemos tenido ocasión de declarar
que el necesario respeto al principio de independencia
judicial resta, como regla general, relevancia constitu­
cional a estas posibles contradicciones entre resolucio­
nes dictadas por Tribunales integrados en órdenes juris­
diccionales distintos, sin que sea misión de este Tribunal
el establecer unificación alguna al respecto (STC
31/1995, entre otras). Por ello, sin dejar de reconocer
los inconvenientes que pueden derivarse de «la posi­
bilidad de que se produzcan sobre los mismos intereses
Sentencias contradictorias. en cierta medida, a causa
de una determinada interpretación judicial de un sistema
legal que establece la concurrencia de dos órdenes juris­
diccionales distintos» (SSTC 70/1989, 116/1989.
171/1994). hemos sostenido la legitimidad desde la
perspectiva constitucional del instituto de la prejudicia­
lidad no devolutiva (SSTC 24/1984. 62/1984,
171/1994), «como vía para permitir el conocimiento
en su integridad de asuntos complejos (en los que se
entrecruzan instituciones integradas en sectores del
ordenamiento cuyo conocimiento ha sido legalmente
atribuido a órdenes jurisdiccionales diversos) por un solo
orden jurisdiccional. cuando el conocimiento de estas
cuestiones resulta instrumental para resolver sobre la
pretensión concretamente ejercitada, y a los solos efec­
tos del propio proceso» (STC 171/1994).

Así pues, no existiendo norma legal alguna que esta­
blezca la necesidad de deferir a un concreto orden juris­
diccional el conocimiento de una cuestión prejudicial.
«corresponde a cada uno de ellos. en el ejercicio inde­
pendiente de la potestad que les confiere el art. 117.3
C.E .. decidir si se han cumplido o no los presupuestos
de las pretensiones que ante ellos se ejercitan» (SSTC
70/1989,116/1989,171/1994). Como regla general.
carece. pues, de reievancia constitucional que puedan
alcanzarse resultados contradictorios entre decisiones
plovenientes de órganos judiciales integrados en dis­
tintos órdenes jurisdiccionales, cuando esta contradic­
ción tiene como soporte el haber abordado bajo ópticas
distintas unos mismos hechos sometidos al conocimien­
to judicial. pues, en estos casos, «los resultados con-O
tradictorios son consecuencia de los criterios informa­
dores del reparto de competencias llevado a cabo por
el legislador» entre los diversos órdenes jurisdiccionales
(SSTC 158/1985.70/1989. 116/1989).

Ahora bien. con ser cierto lo anterior, tampoco lo
es menos que hemos afirmado que no todos los supues­
tos de eventuales contradicciones entre resoluciones
judiciales emanadas de órdenes jL isdiccionales distin-

tos, carecen de relevancia constitucional. pues ya desde
la STC 77/1983. tuvimos ocasión de sostener que «unos
mismos hechos no pueden existir y dejar de existir para
los órganos del Estado», lo que sucede cuando la con­
tradicción no deriva de haberse abordado unos mismos
hechos desde perspectivas jurídicas diversas, sino que
reside precisamente en que «unos mismos hechos
ocurrieron o no ocurrieron, o que una misma persona
fue su autor y no lo fue. Ello vulneraría, en efecto. el
principio de seguridad jurídica que, como una exigencia
objetiva del ordenamiento. se impone al funcionamiento
de todos los órganos del Estado en el arto 9.3 de la
C.E. Pero, en cuanto dicho principio integra también la
expectativa legítima de quienes son justiciables a obte­
ner püra una misma cuestión una raspuesta inequívoca
de los órganos encargados de impartir justicia. ha de
considerarse que ello vulneraría. asimismo, el derecho
subjetivo a una tutela jurisdiccional efectiva, reconocido
por el art. 24.1 de la C.E.» (SSTC 62/1984. 158/1985).
Así pues. resulta también constitucionalmente legitimo
que el ordenamiento jurídico establezca. en algunos
supuestos. a través de la prejudicialidad devolutiva. la
primacía o la competencIa específica de una jurisdicción
sobre otra, para evitar que aquel efecto. indeseado desde
la perspectiva constitucional. llegue a producirse (STC
158/1985).

De esta forma. cuando el ordenamiento jurídico impo­
ne la necesidad de deferir al conocimiento de otro orden
jurisdiccional una cuestión prejudicial. máxime cuando
del conocimiento de esta cuestión por el Tribunal com­
petente pueda derivarse la limitación del derecho a la
libertad, el apartamiento arbitrario de esta previsión legal
del que resulte una contradicción entre dos resoluciones
judiciales, de forma que unos mismos hechos existan
y dejen de existir respectivamente en cada una de ellas.
incurre en vulneración del derecÍlo fundamental a la tute­
la judicial efectiva, por cuanto la resolución judicial asi
adoptada no puede considerarse como una resolución
razonada. fundada en Derecho y no arbitraria. contenidos
éstos esenciales del derecho fundamental reconocido
en el art. 24.1 C.E.

6. La aplicación de la anterior doctrina a la reso­
lución enjuiciada la convierte en arbitraria y, por ende.
en contraria al derecho a la tutela del art. 24.1 C.E.
En efecto, dicho reproche constitucional ha de merecer
la Sentencia impugnada. si se piensa en que, con inde­
pendencia del error procesal en el que pudo incurrir al
reputar carente de ejecutoriedad a la Sentencia de la
Audiencia Nacional de 23 de noviembre de 1992 (como
lo pone de relieve la sola lectura del art. 98.1 L.J.C.A.
o de su precedente. el arto 6 del Decreto-ley de 4 de
enero de 1977). lo cierto es que, en el momento de
dictar la Sentencia penal, se encontraba pendiente un
proceso administrativo de cuyo resultado dependía la
integración de la conducta prevista en el arto 321 c.P.,
toda vez que a través de él. y por el órgano jurisdiccional
competente para dicho pronunciamiento, se había de
determinar si el recurrer.te tenía derecho o no a que
se le expidiera el «correspondiente título oficial reco­
nacido por Convenio internacionab>, elomento típico de:
injusto del art. 321 que. en la esfera del proceso penal.
se debió de haber revelado como una cuestión prejudlcia!
que. por ser determinante de la culpabilidad o inocencia
del acusado. merece ',er calificada como devolutiva v.
por tanto. enmarcada en el art. 4 de la L.E.Crim. .

Tratándose, pues. de una cuestión prejudicial devo­
lutiva con respecto a la cual se había incoado ya el per­
tinente proceso contencioso-administrativo. es claro que.
de conformidad con lo dispuesto en dicha norma pro­
cesal, el. Tribuna! no podía extender a este elemet®
del tipo su competencia (cual si de una mera cuestión
incidental no devolutiva del art. 3 L.E.Crim. se tratara).
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FALLO

la siguiente

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOlA,

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 856/92, interpuesto
por don Manuel Luis Sola Castro, representado por el
Procurador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Gui-

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Instruc­
ción de Guardia en fecha 30 de marzo de 1992, el Pro­
curador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén,
en nombre y representación de don Manuel Luis Sola
Castro, interpuso recurso de amparo contra los Autos,
de fechas 20 de febrero y 4 de marzo de 1992, dictados
por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia, que acor­
daron y confirmaron, respectivamente, la inadmisión de
la querella interpuesta por el recurrente por los presuntos
delitos de detención ilegal y prevaricación.

2. Los hechos de los que nace la pretensión de
amparo son los siguientes:

a) El 9 de enero de 1991 se celebró una sesión
del Pleno del Ayuntamiento de Verín, que por problemas
procedimentales fue levantada por el Alcalde antes de
que se debatiese el orden del día sobre las contribuciones
municipales. A consecuencia de los incidentes que se
provocaron a continuación, se formularon denuncias cru­
zadas entre el señor Sola, que había presenciado la
sesión entre el público, y uno de los Concejales, sobrino
suyo, que le acusó de insultos y de intentar agredirle
con una botella de agua.

b) El mismo día, el Juzgado de Instrucción núm. 2
de Verín dictó Auto de incoación de diligencias previas.
En los días siguientes tomó declaración a diversos tes­
tigos, y solicitó informes a la Policía judicial y al Médico
forense.

c) El 16 de enero de 1991 tomó declaración al
denunciado señor Sola, tras haberle informado de sus
derechos como imputado. En el acta consta que no
deseaba asistencia de Letrado, dada su condición de
Abogado en ejercicio en Orense. En la misma compa­
recencia designó su domicilio como lugar de notifica­
ciones. El Juzgado le tuvo por comparecido y parte,
haciendo constar que se defendía a sí mismo como
Abogado.

d) El Juzgado prosiguió las diligencias, tomando
declaración a diversos testigos propuestos por las dis­
tintas partes, incluido el Sr. Sola, y denegó otras. El 20
de marzo de 1991 la Secretaría del Juzgado hizo constar
que el señor Sola no había comparecido en los estrados
para recibir citaciones o notificaciones, por lo que el
Magistrado acordó que se le notificara en su domicilio
el Auto que había desestimado su recurso de reforma
sobre diligencias probatorias, así como el Auto de 20
de marzo que acomodó la causa al procedimiento
abreviado.

e) El mismo día, el agente judicial dejó constancia
de que la notificación no había sido posible, por no hallar­
se el Sr. Sola en su domicilio.

Igualmente constan diligencias negativas de notifi­
cación los siguientes días 21 de marzo, 19 de abril y
22 de abril. En esta última fecha, el Juzgado dictó Pro­
videncia acordando la notificacíón en el «Boletín Oficiah,
de la provincia: y como no cabía interponer recurso sus­
pensivo alguno, decretó que las actuaciones pasaran al
Ministerio Fiscal y a las acusaciones.

f) El 23 de julio de 1991 se dictó Auto de apertura
del juicio oral. acordándose el emplazamiento del acu-

lIén, y asistído del Letrado don Antonio Vázquez Guillén,
contra los Autos de 20 de febrero de 1992 y 4 de marzo
de 1992, dictados por el Tribunal Superior de Justicia·
de Galicia, que acordaron y confirmaron, respectivamen­
te, la inadmisión de la querella interpuesta por el
recurrente por los delitos de detención ilegal y preva­
ricación. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado don Pedro Cruz Villa Ión, quien
expresa el parecer de la Sala.

Sala Primera. Sentencia 31/1996, de 27 de
febrero de 1996. Recurso de amparo
856/1992. Contra Autos dictados por el Tri­
bunal Superior de Justicia de Galicia que acor­
daron y confirmaron. respectivamente, la inad­
misión de querella interpuesta por el recurren­
te por los delitos de detención ilegal y pre­
varicación. Vulneración del derecho a la liber­
tad personal: Inadmisión de querella lesiva del
derecho.

7386

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ernesto Terrón
Garcia y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho del solicitante de amparo
a la tutela judicial efectiva.

2.° Anular la Sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Valladolid con
fecha de 27 de diciembre de 1993 y retrotraer las actua­
ciones al momento anterior de dictar Sentencia a fin
de que, por la citada Sección, se proceda a dictar la
Setencia que en Derecho proceda teniendo en cuenta
el contenido de la Sentencia de 23 de noviembre de
1992 de la Sala de lo Contencioso de la Audiencia Nacio­
nal. corroborada posteriormente por la de 30 de noviem­
bre de 1994 de la misma Sala del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid.

3.° Desestimar las demás pretensiones de amparo
formuladas por el recurrente,.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo, y don Javier Delgado Barrio, Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

Dada en Madrid, a veintiséis de febrero de mil nove­
cientos noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Ja­
vier Delgado Barrio.-Firmado y rubricado.

Lo que pudo haber hecho es, bien haber reconocido
valor prejudicial vinculante a la Sentencia de la Audiencia
Nacional. bien, al menos, haber suspendido el proce­
dimiento penal hasta tanto hubiera ganado firmeza dicha
Sentencia, pero, en cualquier caso, lo que nunca debió
haber hecho, sin infringir el derecho a la tutela, es haber
ignorado los efectos prejudiciales de aquella Sentencia
administrativa, violentando su pronunciamiento, pues la
potestad jurisdiccional del arto 117.3 C.E. no es incon­
dicionada, sino que ha de efectuarse con arreglo a las
normas de competencia entre los distintos órganos juris­
diccionales y de procedimiento preestablecidas.


